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ecientemente, en diversos 
Ruso de comunicación, 

el Senador por la Región de 
Antofagasta, Pedro Araya Guerrero, ha 
manifestado su interés en presentar un 
Proyecto de Ley destinado a modificar 
la actual Ley de Responsabilidad Penal 
de Adolescentes (RPA). 
Aunque hasta la fecha el proyecto aún 
no se ha presentado, el Senador ha 
dado cuenta de su contenido, así como 
también de sus fundamentos. 
En cuanto a lo primero, la propuesta 
de modificación apunta a establecer 
una diferenciación dentro de las reglas 
que rigen a los adolescentes que 
cometen delitos que se manifiesta en 
dos niveles. En primer lugar, en cuanto 
a la edad, porque resulta únicamente 
aplicable para quienes tienen 16 o 17 
años. En segundo lugar, respecto de los 
delitos cometidos, porque se trataría 
de un catálogo cerrado de conductas 
delictivas, especialmente graves O 
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violentas. Conforme a lo planteado 
por el parlamentario, es preciso que 
en estos casos no sean aplicables 
reglas especiales de la RPA, en lo que 
se refiere a sanciones aplicables y 
su determinación, y procedimiento 
previsto para su imposición y 
ejecución. 

Respecto de los fundamentos que 
justifican la modificación, el Senador ha 
manifestado la necesidad de evitar la 
aplicación de la RPA porque implicaría 
un “beneficio” para los adolescentes y, 
en ese sentido, incidiría directamente 
en el aumento de la delincuencia por 
parte de los jóvenes. 
En realidad, la RPA instituye un 
régimen de responsabilidad penal 
de adolescentes, regido por los 
principios de responsabilización y 
resocialización. Esto es, se pretende 
quelosjóvenesseanresponsabilizados, 
y debidamente sancionados, por los 
delitos que cometen; y, por otro lado, 
que dichas sanciones estén orientadas 
a Su integración en la sociedad (art. 
20 RPA). Para estos efectos, la ley 
contempla un variado catálogo de 
penas, en el que, por supuesto, se 
incluyen las privativas de la libertad 
(internación) que pueden durar hasta 
10 años respecto de quienes tienen 16 

0 17 años, y que se cumplen en centros 

gestionados actualmente por SENAME. 
Como se apreciará, se trata de una 
sanción muy severa: un adolescente 
de 16 años condenado a 10 años de 
internación en régimen cerrado se 
verá expuesto a la aplicación de una 
sanción cuya duración supera la mitad 
de su vida, así, cabe preguntarse ¿en 
qué sentido esto podría constituir un 
beneficio? 
Además, las penas para adolescentes 
están estrictamente orientadas a la 
reinserción, pues se pretende que el 
menor de edad no reincida en el futuro, 
de ahí que la privación de libertad 
sea considerada como un “último 
recurso” y, además, sea cumplida 
en recintos especiales, distintos 
de las cárceles de adultos, dado su 
potencial criminógeno. Un aumento 
en la severidad de las sanciones, por 
la vía de una mayor aplicación de la 
privación de la libertad cumplida en 
recintos carcelarios, no disminuirá los 
delitos cometidos por adolescentes, 
en realidad, la experiencia en Chile 
demuestra justamente lo contrario. 
Asimismo, ellegislador por Antofagasta 
ha señalado que las recientes 
modificaciones introducidas en enero 
de este año a la RPA (Ley N*21.522) 
son insuficientes para incidir en una 
rebaja de la delincuencia juvenil. Entre 
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n virtud del principio de 
Epresincón de inocencia, 

un individuo objeto de 
un proceso penal debe tener el 
derecho de enfrentar su juicio en 
libertad, a menos que se demuestre 
su culpabilidad. Este concepto se 
conoce como libertad provisional, 
y está expresamente reconocido 
en el artículo 19 N2 7 letra e) de 
la Constitución vigente y en la ley 
procesal penal. Como norma general, 
la libertad provisional prevalece, 
y la prisión preventiva actúa como 
excepción. 

En consecuencia, el tribunal tiene 
la obligación de respetar el derecho 
a la libertad provisional de las 
personas acusadas de un delito, a 
menos que, tras la formalización de la 
investigación, eljuez decrete la prisión 
preventiva a solicitud del Ministerio 
Público o del querellante. Para que 
esto ocurra, es necesario cumplir las 
siguientes condiciones: existencia de 
evidencias que justifiquen el delito 
en investigación, indicios razonables 
de participación del imputado en el 
delito en calidad de autor, cómplice o 
encubridor, y evidencias que permitan 
considerar al tribunal que la prisión 
preventiva es esencial para el éxito de 
la investigación o que la libertad del 
imputado representa un riesgo para 

la sociedad o la víctima, o bien un 
riesgo de fuga, según las disposiciones 
legales correspondientes. 

En este escenario, consideramos 
que la regulación constitucional y 
legal sobre la libertad provisional y 
sus excepciones que conducen a la 
prisión preventiva se ajustan a los 
estándares sobre derechos humanos. 
Sin embargo, la disconformidad 
ciudadana y de una importante parte 
de la clase política se produce por 
la aplicación de la norma por los 
jueces del sistema procesal penal. 
Por ejemplo, hay casos de personas 
con un amplio prontuario que siguen 
quedando en libertad provisional una 
y otra vez porque un juez de garantía 
o una Corte de Apelaciones considera 
que su libertad no es un peligro 
para la sociedad o la seguridad 
de la víctima. Decisiones de esta 
naturaleza son muy poco entendibles 
para los ciudadanos de a pie e incluso, 
en algunas ocasiones, para quienes 
ejercemos el derecho. 

Producto de lo anterior, en medio 
de una crisis de seguridad sin 
precedentes y en el marco dela agenda 
de seguridad, el 6 de diciembre de 
2023, el Presidente Boric promulgó 
una ley que introduce modificaciones 
al Código Procesal Penal, por medio 

de la cual se amplían los criterios para 
decretar la prisión preventiva. De esta 
manera, el juez deberá excepcionar 
el derecho a la libertad provisional 
y decretar la prisión preventiva, si 
concurren algunas de las siguientes 
circunstancias, a saber: si existen 
detenciones múltiples durante los 
dos últimos años, si en el delito se 
hizo uso de un arma de fuego y si 
el imputado integra una banda de 
crimen organizado. 

Al margen de las dudas que genera 
el sentido y alcance que se dará a 
esta nueva normativa, de lo que en 
cierta medida depende su efectividad 
(por ejemplo, qué se entiende por 
“detenciones múltiples”), lo cierto 
es que con esta modificación se 
amplían de una manera importante 
las causales de prisión preventiva y al 
mismo tiempo se restringe en forma 
considerable el marco decisorio de 
los jueces a la hora de imponer esta 
cautela personal. Esta decisión del 
sistema político seguramente será 
muy bien recibida por la opinión 
pública y debería llamar la atención a 
la judicatura respecto de los criterios 
que se están utilizando al interpretar 
y aplicar el derecho. 

Sin perjuicio de lo anterior, 
consideramos que la adopción de 

tales cambios destaca la creación del 
Servicio Nacional de Reinserción Social 
Juvenil, que reemplazará a SENAME, 
en la administración y ejecución de las 
penas de adolescentes. Es a lo menos 
curioso que se manifiesten reparos 
respecto de la potencialidad de este 
Servicio para incidir positivamente en 
una disminución de la criminalidad, 
considerando que recién comenzará a 
Operar en ciertas regiones de Chile en 
enero de 2024 (sin ir más lejos, en la 
Región del Bío Bío recién iniciará sus 
labores en enero de 2025). Resulta 
bastante lógico juzgar los efectos de 
la modificación en la disminución de 
la delincuencia juvenil una vez que el 
Servicio haya empezado a funcionar 
como tal. 
En el año 2021 Claudia Huaiquimilla, 

afamada cineasta chilena, dirigió 
la película “Mis hermanos sueñan 
despiertos”, con la esperanza de dar 
cuenta de los perniciosos efectos que 
generan las medidas privativas de 
libertad en los jóvenes que delinquen. 
Es nuestra esperanza ahora que el 
legislador aborde la problemática de 
la seguridad en Chile con medidas 
que apunten al objetivo que la 
población clama: la disminución de la 
delincuencia y no su aumento. 
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medidas quebusquen dejarapersonas 
que delinquen privadas de libertad, 
ya sea en forma transitoria (como 
es el caso de la prisión preventiva) 
o en forma más permanente (como 
es el caso de condenas a penas 
privativas de libertad efectivas) 
debe contemplar una imprescindible 
inversión en centros penitenciarios 

modernos que permitan acoger a 
un número importante de internos 

en condiciones adecuadas y que 
realmente permitan trabajar en la 
reinserción social, que seguramente 
aumentará considerablemente, 
tanto por la aplicación de esta nueva 
modificación al Código Procesal 
Penal, como por las medidas que, 
seguramente se seguirán adoptando 
en el futuro en el marco de la lucha 
contra la delincuencia y el crimen 
organizado. Cualquier intento de 
solución que reconozca penas 
privativas de libertad no será efectivo 
si con ello se sigue agudizando la 
crisis del sistema carcelario. TZ
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